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León, Guanajuato, a 27 veintisiete de noviembre del año 2008, dos mil ocho.  . .  

V I S T O para resolver el expediente número 273/2008-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo promovido por la ciudadana LUZ MARÍA TRUJILLO CORONA, en contra de la Directora General de Ingresos, de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que la existencia del acto impugnado se acredita con la copia al carbón del documento determinante del crédito número 33321, de fecha 4 cuatro de agosto del año 2008, dos mil ocho, mismo que obra en el secreto de este Juzgado y con el reconocimiento que hace la autoridad demandada en la contestación de la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La autoridad demandada aduce que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, ya que el actor no demuestra que se afecte su interés jurídico. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, por las razones que se expresarán en el considerando siguiente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Asimismo, esgrime que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VII del artículo 261, en relación con la fracción VII del artículo 265 del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, toda vez que el escrito de demanda deberá expresar los conceptos de impugnación del acto o resolución que se combate y en el caso que nos ocupa el actor no expresa ni acredita con sus conceptos de impugnación que el acto le cause una violación en sus derechos. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, en virtud de que, del escrito de demanda de nulidad se advierte que el actor conforme a la técnica jurídica si expresa conceptos de impugnación, ya que esgrime argumentación lógica y jurídica tendente a desvirtuar la presunción de legalidad del acto fiscal impugnado y se expresa claramente la causa de pedir, pues arguye la ilegalidad del documento determinante del crédito combatido, al carecer de uno de los elementos de validez del acto administrativo, como es la firma autógrafa de la Directora General de Ingresos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ante la inoperancia de las causales de improcedencia aducidas por la autoridad demandada y advirtiéndose de autos que no se actualiza ninguna otra de las previstas en el citado artículo 261, se procede al estudio de los conceptos de impugnación que hizo valer el actor en su escrito inicial de demanda. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- La actora en primer concepto de impugnación en esencia aduce que la resolución se despachó y expidió en contravención de lo establecido por el artículo 137,  fracción V del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, atropellando y vulnerando con ello los derechos fundamentales de legalidad, seguridad jurídica y exacta aplicación de la Ley que en su favor tutelan y protegen los artículos 14 y 16 de la Carta Magna; sigue manifestando en el segundo concepto de impugnación que el acto impugnado lo sujeta al deber de pagar 990.00 (novecientos noventa pesos 00/100 moneda nacional), por lo que afecta su interés jurídico; en el tercer concepto de impugnación en esencia aduce que el acto impugnado se expidió de manera infundada e inmotivada, por carecer de la firma autógrafa del funcionario que la despacha; que esta demostrado que la autoridad demandada para despachar y expedir el acto que se combate infringió y quebrantó la letra de la Ley, su interpretación jurídica y los principios generales del derecho. En tanto que, la autoridad demandada en su contestación en esencia aduce que la manifestación que hace el actor, resulta ser una mera apreciación subjetiva, toda vez que no es perito especialista en la materia ni en ninguna otra ciencia o estudio para hacer tal afirmación, ni expone el procedimiento científico en que se basa para hacer tal aseveración, ni mucho menos acompaña dictamen emitido por perito alguno, que la legitimidad del requerimiento no se desvirtúa con el solo dicho de la demandada, que en términos del artículo 82 fracción I del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria, la demandada esta obligada a probar que la resolución no contiene firma autógrafa, por lo que para dilucidar dicha circunstancia y resolver el fondo del asunto corresponde la carga de la prueba al actor, que no basta que la parte actora exprese que el documento contiene firma facsimilar para considerar como cierto, máxime que el acto impugnado goza de la presunción de legalidad y para destruir dicha presunción la actora tiene que aportar la prueba pericial pertinente que demuestre que es firma facsimilar. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Agravio que resulta FUNDADO, en mérito de las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En efecto, conforme a lo estipulado por el artículo 137, fracción V, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, la firma autógrafa del servidor público que emitió el acto impugnado, constituye un elemento de validez; y, es el caso que de un análisis minucioso del documento determinante del crédito a debate, se advierte a simple vista que carece de la firma estampada de puño y letra de la Directora General de Ingresos, autoridad que  emitió el referido acto fiscal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

A mayor abundamiento, sobre el particular cabe señalar que la firma autógrafa de la Directora General de Ingresos, constituye un elemento que le da forma y validez al acto fiscal impugnado, dado que a través de esta signatura gráfica se expresa la voluntad de la autoridad municipal; en consecuencia, este elemento le da seguridad jurídica al particular, de esa manera la exteriorización del acto con firma facsimilar, crea una molestia por la existencia de un vicio de naturaleza formal, que trae consigo la nulidad del acto fiscal combatido, de acuerdo a lo establecido por el artículo 143 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa del Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Contrario a lo expresado en la contestación de la demanda, es la autoridad quien debe demostrar que la firma estampada en el acto debatido no es facsimilar, puesto que en este sentido la carga de la prueba la tiene la autoridad demandada, de ahí que, para la parte actora no se requiere la demostración de que la firma es facsimilar, mediante la prueba pericial, ya que por las características del signo gráfico a simple vista se aprecia que se estampó un facsímil y de ese modo, es evidente que el acto carece de la firma autógrafa de la autoridad emisora, pues no es del puño y letra de la Directora General de Ingresos del Municipio de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . .
Respecto a la firma facsimilar resulta ilustrativo el criterio sustentado en jurisprudencia por contradicción de tesis, por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, bajo el rubro: “FIRMA FACSIMILAR. DOCUMENTOS PARA LA NOTIFICACION DE CRÉDITOS FISCALES.  Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido reiteradamente el criterio de que de conformidad con lo dispuesto por los artículos 14 y 16 de la Constitución General de la República, para que un mandamiento de autoridad esté fundado y motivado, debe constar en el documento la firma autógrafa del servidor público que lo expida y no un facsímil, por consiguiente, tratándose de un cobro fiscal, el documento que se entregue al causante para efectos de notificación debe contener la firma autógrafa, ya que ésta es un signo gráfico que da validez a los actos de autoridad, razón por la cual debe estimarse que no es válida la firma facsimilar que ostente el referido mandamiento de autoridad.” Octava Época, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo: 56, Agosto de 1992, Tesis: 2a./J. 2/92, visible a página: 15. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En consecuencia, la ausencia de firma autógrafa en el requerimiento de pago a debate, lo hace ilegal, pues esto viene a constituir un vicio de carácter formal, que causa un perjuicio de manera directa e inmediata en la esfera de derechos de la parte actora, por ende, se vulneran en su perjuicio los artículos 137, fracción V, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa del Estado y los Municipios de Guanajuato y 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, por lo que conforme a lo estipulado por el artículo 300, fracción II, del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente declarar la nulidad lisa y llana del documento determinante del crédito número 33321, de fecha 4 cuatro de agosto del año 2008, dos mil ocho, sin perjuicio de que la autoridad demandada pueda emitir otro acto, por las consideraciones expuestas. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . .
Conforme a lo expuesto y a demás con fundamento en los artículos 206, 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299 y 300 fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .              

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD LISA Y LLANA del documento determinante del crédito número 33321, de fecha 4 cuatro de agosto del año 2008, dos mil ocho, por la cantidad de $990.00 (novecientos noventa pesos 00/100 moneda nacional), emitido por la Directora General de Ingresos del Municipio de León, Guanajuato, las razones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma en cuatro tantos el Licenciado ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Acuerdos la Licenciada MA. TERESA ALFEREZ RODRÍGUEZ, que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
